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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 011/2022/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE SAN LUIS POTOSI
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, quince de julio de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 011/2022/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el cinco de enero de dos mil veintidós, **********, compareció por derecho propio a demandar de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado, por la aplicación al ahora actor en su calidad de Ex Presidente Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, de la medida de apremio consistente en una multa por la cantidad de $120,900.00 (CIENTO VEINTE MIL NOVECIENTOS PESOS, 00/100 M.N.).
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. Previo requerimiento que le fuera formulado al compareciente, el dos de marzo de dos mil veintidós se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar solicitada.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del veinte de abril de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta del escrito signado por la actora sin que la autoridad formulara alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción VIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa a una pensión de carácter civil con cargo a la Dirección de Pensiones del Estado.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Como bien fue indicado en el proveído de dos de marzo de dos mil veintidós, el acto materia de impugnación lo constituye la  resolución dictada en el expediente PIMA-047/2019 emitida por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado, de treinta de abril de dos mil diecinueve, mediante la cual resuelven aplicar al ahora actor en su calidad de Ex Presidente Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, una medida de apremio consistente en una multa por la cantidad de $120,900.00 (Ciento veinte mil novecientos pesos 00/100 M.N.) acto que queda acreditado, con la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en fojas de la 24 a 56 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	30 de Abril de 2019
	09 de noviembre de 2021
	10  de noviembre de 2021 al 06 de enero de 2022

	05 de enero de 2022


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a **********, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución dictada el treinta de abril de dos mil diecinueve, mediante la cual resuelven aplicar al ahora actor en su calidad de Ex Presidente Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí, una medida de apremio consistente en una multa por la cantidad de $120,900.00 (Ciento veinte mil novecientos pesos 00/100 M.N.), la cual se encuentra a nombre del inconforme, por lo que es innegable que cuenta con el interés para controvertir dicho acto impugnado.
En cuanto a las autoridades demandadas, compareció David Enrique Menchaca Zúñiga, en su carácter de Presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública; por lo que para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia simple de la publicación hecha en el Periódico Oficial del Estado del veintinueve de junio de dos mil veinte en el que consta su designación como Comisionado Numerario y Presidente de la CEGAIP, el cual obra agregado a fojas 84 a 86 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 06 a la 17 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. En atención al principio de mayor beneficio que rige en el dictado de las sentencias, consagrado en el segundo párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derivado del derecho fundamental de tutela judicial efectiva, esto es, el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, y en su aspecto ordinario en el cuarto párrafo del artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se procede a analizar los conceptos de nulidad planteados por la parte actora en su demanda que de resultar fundados implicarían un mayor beneficio al llevar a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, lo que generaría la consecuencia de eliminar totalmente los efectos del referido acto controvertido, sin posibilidad para la autoridad de que pueda emitir un nuevo acto.

Tiene aplicación a lo anterior, por analogía, la tesis de Jurisprudencia P./J. 3/2005, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”

En ese contexto, en el concepto de impugnación segundo, el accionante aduce que el acto que se combate no se apegó a las normas jurídicas que rigen la materia, como en el caso, el artículo 16 de la Carta Magna, 109 de la Constitución Política del Estado, 164 del Código Procesal Administrativo y 54 de la Ley de Transparencia, porque media un error de hecho y derecho en su emisión, lo que debe derivar en la declaración de nulidad absoluta, puesto que la resolución en ningún momento fue debidamente fundada y motivada.

Lo anterior lo refiere el deponente porque a través de la resolución dictada en fecha treinta de abril de dos mil diecinueve se determinó como causa de la imposición de la medida de apremio la siguiente: “Ahora bien, esta Comisión de Transparencia determina que imponer a ********** como EX PRESIDENTE del MUNICIPIO DE TAMAZUNCHALE, SAN LUIS POTOSI, la multa máxima prevista en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado equivalente a mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente a la fecha de la infracción, en virtud de que de acuerdo a su porcentaje de cumplimiento fue de 3.97% tres punto noventa y siete por ciento..”

Insiste el actor que la presunta omisión al cumplimiento de la Ley que a esa fecha se detectó y que se pretendió sancionar, consistió en la supuesta omisión de actualizar la información correspondiente a las obligaciones de transparencia en los plazos previstos en la Ley, sin embargo, en ningún momento se fundamentó y motivó porqué dicha omisión fue atribuida al suscrito; de hecho, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública dispone en su artículo 54, fracción I, lo siguiente: “Artículo 54. Los sujetos obligados designarán al responsable de la unidad de Transparencia que tendrá las siguientes funciones: I. Recabar y difundir la información a que se refieren los capítulos II, III, y IV del Título Cuarto de esta Ley y propiciar que las áreas la actualicen periódicamente, conforme la normatividad aplicable; y que por su parte el artículo 109, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: “Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:…II Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones. Dichas sanciones consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los beneficios económicos que, en su caso, haya obtenido el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones. La Ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.
De lo anterior, el accionante deduce que los servidores públicos únicamente pueden ser objeto de sanción por acciones u omisiones en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones; en ese caso, y toda vez que de acuerdo a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la facultad de recabar y difundir la información a que se refiere el Titulo Cuarto dicha Ley (que versa sobre publicación de las obligaciones de transparencia a través de los medios electrónicos correspondientes) corresponde a los Titulares de las Unidades de Transparencia, se considera que la conclusión a la que arribó la autoridad demandada para imponer al suscrito medida de apremio no se encuentra debidamente fundada ni motivada, puesto que en ningún momento se relaciona la omisión que se pretende sancionar con las facultades y/u obligaciones que en su momento tuve en mi carácter de Presidente de Tamazunchale, S.L.P., administración 2015-2018; ni se adecua a las disposiciones jurídicas aplicables, esto en virtud de que como ha sido señalado, la Ley de la materia dispone que lo relativo a la publicación de las obligaciones de transparencia, resulta del ámbito de responsabilidad de una figura distinta a la que en su momento ocupó, y en consecuencia la resolución que se combate se encuentra revestida de error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión.

Finalmente señala el actor que la enjuiciada argumentó en el resultando primero de la resolución dictada en el expediente PIMA 047/2019, que el 17 de abril de 2018 dirigió oficio al H. Ayuntamiento de Tamazunchale en el siguiente sentido “para que en un plazo no mayor de 20 días hábiles, subsane las inconsistencias detectadas en la verificación, debiendo informar a esta Comisión el cumplimiento al presente requerimiento”, de donde se obtiene que en efecto el Ayuntamiento encuadra en la definición de sujeto obligado que se consagra en la Ley de la materia, luego entonces, el suscrito en atención a las facultades conferidas en el artículo 70, fracción VI, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 1º, 2º y 53 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en mi carácter de Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Tamazunchale en la administración 2015-2018, cumplí con la obligación de nombrar al Jefe de la Unidad de Transparencia, encargado de ejecutar las facultades enlistadas en el numeral 54 de la Ley en comento, como se advierte en la publicación del día jueves 06 de abril de 2017, en la edición extraordinaria del Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”; por ende, se desconoce la razón que motivó a la autoridad demandada para determinar que el suscrito era la persona idónea para responder por las acciones u omisiones a dicho precepto legal, pues como ya se señaló nunca se fundamentó tal determinación, que se concluye resulta equivocada.         

Por otra parte, la autoridad demandada al formular la contestación de demanda, sostuvo la legalidad y validez de la resolución impugnada.
A juicio de la Titular de la Primera Sala Unitaria de éste Tribunal, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta sustancialmente fundado y suficiente para provocar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con las siguientes consideraciones legales:

Conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, así como de los preceptos aplicables al caso, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

Precisado lo anterior, es menester conocer la parte conducente de la resolución impugnada del tenor siguiente:

********** SE INSERTAN IMAGENES
De la transcripción anterior, se advierte que el diecisiete de abril de dos mil dieciocho (Oficio número CEGAIP-0435/2018), la presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, giró oficio dirigido a la “UNIDAD DE TRANSPARENCIA DEL AYUNTAMIENTO DE TAMAZUNCHALE” –visible en autos a folios 93 y 94-, en el cual la CEGAIP, entre otras cosas, le hacía de su conocimiento el resultado de la primera evaluación vinculante, en la cual se observó la permanencia de la información de enero a diciembre de dos mil diecisiete y que, se realizó la evaluación cualitativa de diciembre de dos mil diecisiete respecto a las obligaciones de transparencia que son publicadas a través de la Plataforma Estatal de Transparencia, arrojando como resultado un porcentaje cualitativo de 3.20% de la información que aparece publicada en los formatos que se cargan a la Plataforma Estatal de Transparencia; por lo que en virtud de que el porcentaje mínimo aprobado es de 80%, le requirió para que en un plazo no mayor a veinte días hábiles, subsanara las inconsistencias detectadas en la verificación y para tal efecto, se le apercibió para en caso de que no diera cumplimiento, se le aplicaría la medida de apremio consistente en una multa, que iría de los ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente, de conformidad con los artículos 97, 98, 99, 99, 100, 101, 188 y 189 de la Ley de Transparencia del Estado de San Luis Potosí.

El oficio referido en el párrafo anterior, fue notificado el diecinueve de abril de dos mil dieciocho.
Posteriormente el veintitrés de agosto de dos mil dieciocho (Oficio número CEGAIP-0665/2018), la presidente de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, giró oficio dirigido al “AYUNTAMIENTO DE TAMAZUNCHALE” –visible en autos a folios 96 y 97-, en el cual la CEGAIP, entre otras cosas, le hacía de su conocimiento que mediante oficio CEGAIP-0434/2018 se concedió un plazo para que se subsanaran las deficiencias que fueron encontradas como resultado de la primera evaluación vinculante y que una vez que se realizó la segunda revisión, se hace del conocimiento el resultado de la misma, obteniendo como resultado un porcentaje cualitativo de 3.97% de la información que aparece publicada en los formatos que se cargan a la Plataforma Estatal de Transparencia del mes de diciembre de 2017; por lo que en virtud de que el porcentaje mínimo aprobado es de 80%, le requirió para que en un plazo no mayor a cinco días hábiles, subsanara las inconsistencias detectadas en la verificación y para tal efecto, se le apercibió para en caso de que no diera cumplimiento, se le aplicaría la medida de apremio consistente en una multa, que iría de los ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente, de conformidad con los artículos 97, 98, 99, 99, 100, 101, 188 y 189 de la Ley de Transparencia del Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, la autoridad demandada concluyó que la “EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE TAAMZUNCHALE”, no dio cumplimiento a lo ordenado en el referido requerimiento contenido en el oficio de diecisiete de abril de dos mil dieciocho, para que cumpliera con el porcentaje mínimo de cumplimiento de las obligaciones de transparencia que era del ochenta por ciento, no obstante de estar apercibido que se le aplicaría la medida de apremio consistente en un multa; por lo que le hizo efectivo el apercibimiento respectivo y le impuso una multa como medida de apremio.

De esa guisa, es inconcuso que al hoy impetrante se le determina la medida de apremio de mérito, por incumplimiento a lo ordenado en el oficio CEGAIP-0435/2018 de 17 de abril de 2018, donde se le requirió para que en un plazo no mayor a veinte días hábiles, subsanara las inconsistencias detectadas en la verificación cualitativa de 26 de enero a 27 de marzo de dos mil dieciocho, en la cual se obtuvo un porcentaje de 3.20% (tres punto veinte por ciento) de la información que aparecía publicada en los formatos que se cargan mensualmente en la Plataforma Estatal de Transparencia, para lo cual se consideraría cumplido únicamente si el resultado era superior al 80% (ochenta por ciento) de cumplimiento.

Previo a determinar lo fundado del agravio expuesto por el actor, conviene traer a cuenta las formalidades del proceso de verificación conforme al dispositivo que es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 101. La verificación que realice la CEGAIP, se sujetará a lo siguiente:

I. Constatar que la información esté completa, publicada y actualizada en tiempo y forma; 

II. Emitir un dictamen en el que podrán determinar que el sujeto obligado se ajusta a lo establecido por esta Ley y demás disposiciones, o contrariamente determinar que existe incumplimiento a lo previsto por la Ley y demás normatividad aplicable, en cuyo caso formulará los requerimientos que procedan a efecto de que el sujeto obligado subsane las inconsistencias detectadas dentro de un plazo no mayor a veinte días; 

III. El sujeto obligado deberá informar al organismo garante sobre el cumplimento de los requerimientos del dictamen;

IV. La CEGAIP verificará el cumplimiento a la resolución una vez transcurrido el plazo y si consideran que se dio cumplimiento los requerimientos del dictamen, se emitirá un acuerdo de cumplimiento, y 

V. La CEGAIP podrá expedir lineamientos, criterios e interpretaciones al momento de realizar las verificaciones para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia, no contempladas en la Ley General. 

La CEGAIP podrá solicitar los informes complementarios al sujeto obligado que requiera para allegarse de los elementos de juicio que considere necesarios para llevar a cabo la verificación. 

Cuando la CEGAIP considere que existe incumplimiento total o parcial de la determinación, le notificarán, por conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a los requerimientos del dictamen. 

En caso de que la CEGAIP considere que subsiste el incumplimiento total o parcial de la resolución, en un plazo no mayor a cinco días, se informará al Pleno para que, en su caso, imponga las medidas de apremio o sanciones, conforme a lo establecido por esta Ley.

(…)”
(Énfasis añadido)

Del precepto transcrito, se desprende el procedimiento que deberá seguir la CEGAIP, para verificar que la información respectiva esté completa, publicada y actualizada en tiempo y forma, para lo cual, en la parte que interesa, se advierte que una vez que haya constatado la citada información, en su caso, deberá emitir un dictamen en el que podrá determinar que existe incumplimiento a lo previsto por la Ley y demás normatividad aplicable, en cuyo caso formulará los requerimientos que procedan a efecto de que el sujeto obligado subsane las inconsistencias detectadas dentro del plazo no mayor a veinte días.

Posteriormente, si la CEGAIP considera que existe incumplimiento total o parcial de la referida determinación, le notificará, por conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento, para el efecto de que, en un plazo no mayor a cinco días, se dé cumplimiento a los requerimientos del dictamen.

De esa guisa, se colige que las referidas comunicaciones dentro del procedimiento de verificación por parte de la CEGAIP, se harán únicamente al “sujeto obligado”, así como por conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento. 

En ese sentido, el demandante manifiesta de manera general el desconocimiento del “requerimiento” a que se refiere la resolución impugnada (Oficios números CEGAIP-0435/2018), ya que, incluso, en particular la notificación mediante el oficio número CEGAIP-0435/2018 de 19 de abril de 2018 a que se refiere la CEGAIP, fue dirigida al C. **********, como se ve de la siguiente reproducción.

********** SE INSERTAN IMAGENES
De la reproducción anterior, se advierte que el oficio fue dirigido a la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Tamazunchale, San Luis Potosí, por conducto del C. **********, respecto de la cual no se precisa el cargo correspondiente.

De esa guisa, como arguye la demandante no se advierte de manera fehaciente que el referido oficio haya sido notificado al hoy actor **********, en su carácter de Presidente Municipal de Tamazunchale, San Luis Potosí.
A mayor abundamiento, señala la demandante que a quien le correspondía cumplir con los requerimientos emitidos por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la información Pública de San Luis Potosí (CEGAIP), era al Titular de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Tamazunchale, San Luis Potosí, pues es quien tenía las funciones, facultades y obligaciones enunciadas en el artículo 54, fracción I, de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:
“ARTÍCULO 54. Los sujetos obligados designarán al responsable de la Unidad de Transparencia que tendrá las siguientes funciones:
I. Recabar y difundir la información a que se refieren los capítulos, II, III, y IV, del Título Cuarto de esta Ley y propiciar que las áreas la actualicen periódicamente, conforme la normatividad aplicable;

…”
Del transcrito, se advierte que la Unidad de Transparencia, entre otras cosas, será la responsable de Recabar y difundir la información a que se refieren los capítulos, II, III, y IV, del Título Cuarto de esta Ley y propiciar que las áreas la actualicen periódicamente, de acuerdo con los principios y preceptos establecidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

De esa guisa, se colige que en la especie el titular de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Tamazunchale, San Luis Potosí, es quien, en principio, le corresponde en dicha materia atender los requerimientos emitidos por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la información Pública de San Luis Potosí (CEGAIP).
Lo que se robustece con el contenido tanto del oficio número CEGAIP-0435/2018 de 19 de abril de 2018 que en principio fue dirigido al C. **********, como responsable de la Unidad de Transparencia y que además  se confirma con la certificación de incumplimiento que realizó el encargado de despacho del Sistema Estatal de Documentación y Archivo de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado, de fecha siete de marzo de dos mil diecinueve, visible a foja 92 de autos y que para mayor comprensión, enseguida se reproduce:


********** SE INSERTA IMAGEN
En ese tenor, es concluyente que como bien alude el impetrante en sus motivos de inconformidad, contrario a lo considerado en la resolución a debate, no se advierte de manera fehaciente que el oficio número CEGAIP-0435/2018, en cuyo incumplimiento se basa la determinación contenida en dicha resolución, hayan sido notificados de manera personal y directa a la hoy actora en su carácter de Presidente Municipal del Ayuntamiento de Tamazunchale, San Luis Potosí; de ahí que no exista certeza jurídica de que, cuando menos, el requerimiento contenido en el oficio citado, haya sido del conocimiento del hoy actor para su debido cumplimiento.
Por lo que como alude el impetrante se contravino lo previsto en el penúltimo párrafo del artículo 101, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, del cual se desprende que dentro del procedimiento de verificación por parte de la CEGAIP, las referidas comunicaciones se harán al “sujeto obligado”, así como por conducto de la Unidad de Transparencia, al superior jerárquico del servidor público responsable de dar cumplimiento; sin que se advierta de autos que el multicitado requerimiento contenido en el oficio CEGAIP-0435/2018 de 19 de abril de 2018 se hubiere hecho del conocimiento del hoy actor, a modo de imputarle de manera directa el incumplimiento del mismo; en consecuencia, se contraviene el principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, ya que la resolución a debate se sustentó en hechos no comprobados, así como se dictó en contravención a las normas aplicables.
En efecto, pues a la hoy actora se le determinó la medida de apremio de mérito, por incumplimiento a lo ordenado en el oficio CEGAIP-0435/2018 de 19 de abril de 2018, donde presumiblemente se le requirió para que en un plazo no mayor a veinte días hábiles, subsanara las inconsistencias detectadas en la verificación cualitativa de diciembre de dos mil diecisiete, en la cual se obtuvo un porcentaje de 3.20% (tres punto veinte por ciento) de la información que aparecía publicada en los formatos que se cargan mensualmente en la Plataforma Estatal de Transparencia; sin embargo, la actora manifestó el desconocimiento de dicho oficio de requerimiento con su respectiva prevención, sin que de autos exista constancia de la cual se advierta de manera fehaciente que el mismo haya sido de su conocimiento; en consecuencia, no puede surtir efectos legales el apercibimiento decretado en el mismo y por simple lógica, menos aún, puede colegirse la oposición o negativa injustificada a obedecer el multicitado requerimiento por parte de la hoy impetrante.

Sirve de criterio orientador, por analogía, la Jurisprudencia 1a./J. 20/2001, cuyos datos de localización, rubro y contenidos son los siguientes:      

“MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN REQUISITO MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD PARA QUE SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS). Si bien dentro de las legislaciones procesales civiles del Distrito Federal y de los Estados de Nuevo León y Chiapas, no se encuentra específicamente reglamentado el procedimiento para la imposición de una medida de apremio, dado que únicamente se enumeran cuáles se pueden aplicar, y tomando en consideración que el apercibimiento es una prevención especial de la autoridad hacia la persona a quien va dirigido el mandamiento, que especifica un hacer o dejar de hacer algo que debe cumplirse, que se concreta en una advertencia conminatoria respecto de una sanción que se puede aplicar en caso de incumplimiento, puede concluirse que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal que consagran los principios de legalidad y seguridad jurídica, para que sea legal la aplicación de la medida, la autoridad debe emitir su mandamiento en términos y bajo las condiciones establecidas por dichos principios para que el gobernado tenga la certeza de que aquél está conforme con las disposiciones legales y sus atribuciones; así, los requisitos mínimos que tal mandamiento debe contener son: 1) La existencia de una determinación jurisdiccional debidamente fundada y motivada, que deba ser cumplida por las partes o por alguna de las personas involucradas en el litigio, y 2) La comunicación oportuna, mediante notificación personal al obligado, con el apercibimiento de que, de no obedecerla, se le aplicará una medida de apremio precisa y concreta.”

(Énfasis añadido)

Con base en lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución impugnada, consistente en la resolución de treinta de abril de dos mil diecinueve, emitida por el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se resuelve aplicar una medida de apremio a la hoy actora, consistente en una multa por la cantidad de $120,900.00, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que los hechos que motivaron tal resolución no se realizaron, asimismo, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables, por los razonamientos anteriormente expuestos, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En virtud de las conclusiones alcanzadas, esta Primera Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni le irrogaría un mayor beneficio que el obtenido en los términos sentenciados.

Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción IV, 251, 252, 253 y 256, todos del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la ILEGALILDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución de treinta de abril de dos mil diecinueve, precisada en el Considerando Segundo, por lo que se declara su NULIDAD TOTAL por los motivos expuestos en el último de los considerandos del presente fallo.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora, así como por oficio a la Autoridad Demandada, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 
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